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EL LITIGIO ESTRATÉGICO COMO INSTRUMENTO 
DE GARANTÍA DEL DERECHO DE ACCESO 

A LA JUSTICIA Y EMPODERAMIENTO 
DE LAS PERSONAS MIGRANTES A LA LUZ 

DEL PACTO MUNDIAL PARA LA MIGRACIÓN1

Tierno Barrios, Selena 
Universidad de Salamanca

RESUMEN

La migración constituye un fenómeno que lleva produciéndose a lo largo de los siglos 
desde los albores de la humanidad. Sin embargo, la realidad todavía dista mucho de un 
diseño general de políticas públicas basadas en el reconocimiento de las personas migrantes 
como sujetos titulares de derechos humanos, siendo un colectivo especialmente vulnerable. 
Con este planteamiento, ni que decir tiene que el acceso a la justicia cobra una trascenden-
cia máxima que no puede discutirse en aras de garantizar la protección de sus derechos. 
Así pues, el propósito del presente trabajo será analizar la figura del litigio estratégico como 
instrumento a través del cual promover y facilitar el acceso a la justicia de las personas mi-
grantes y, por tanto, como elemento de empoderamiento a la luz del Pacto Mundial para 
la Migración.

1	  Este trabajo ha sido realizado en el marco de una Ayuda para la Formación de Profesorado 
Universitario (FPU) concedida por el Ministerio de Universidades del Gobierno de España como 
Personal Investigador en Formación adscrita al Área de Derecho Procesal de la Universidad de Sala-
manca. Asimismo, este trabajo se ha elaborado en el marco del Proyecto de Investigación «Configu-
ración y efectos de los sistemas de gestión del riesgo legal» (PID2019-107743RB-I00) del Ministerio 
de Ciencia e Innovación del Gobierno de España, cuyos Investigadores Principales son el Prof. Dr. 
Nicolás Rodríguez-García y el Prof. Dr. Fernando Rodríguez-López.
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Palabras clave: Litigio estratégico, derecho de acceso a la justicia, población migrante, em-
poderamiento, Pacto Mundial para la Migración.

ABSTRACT

Migration is a phenomenon that has been occurring for centuries since the dawn of 
humanity. However, the reality is still far from a general design of public policies based on 
the recognition of migrants as subjects of human rights, being a particularly vulnerable 
group. With this approach, it goes without saying that access to justice is of the utmost im-
portance and cannot be discussed in order to guarantee the protection of their rights. Thus, 
the purpose of this paper will be to analyse the figure of strategic litigation as an instrument 
through which to promote and facilitate access to justice for migrants and, therefore, as an 
element of empowerment in light of the Global Compact on Migration.

Keywords: Strategic litigation, access to justice right, migrant population, empowerment, 
Global Compact on Migration.

INTRODUCCIÓN

En el marco del Estado democrático del bienestar propio del período 
posbélico surgido tras el final de la Segunda Guerra Mundial en 1945 hasta 
aproximadamente la década de los años 70, los debates desarrollados en tor-

no a la justicia giraron principalmente alrededor de las desigualdades económicas 
que se observaban dentro de los Estados, promoviendo la intervención estatal en 
las economías nacionales. Nos encontramos, siguiendo a Fraser (1996), ante un 
primer tipo de reivindicación de justicia social, cual es el relativo a las denominadas 
«políticas de redistribución» en demanda, por tanto, de una distribución más justa 
de bienes y recursos, por ejemplo, entre el Norte y el Sur, o entre ricos y pobres. 
Igualmente, durante este período, debe asimismo situarse otro segundo tipo de 
reivindicación articulada en torno a las «políticas de reconocimiento» en aras de la 
igualdad y la prohibición de la discriminación en todos los planos, verbigracia, en 
lo que concierne a los factores de género y raza. En otras palabras, hablamos de rei-
vindicaciones enfocadas en torno al «reconocimiento de la diferencia» en un mun-
do donde huelga decir que se caracteriza por sus profusas desigualdades materiales.

Las discusiones que se vertebraban, por ende, sobre estos dos ejes de reivindi-
caciones, únicamente se centraban en el qué era lo que en realidad los ciudadanos 
de aquel Estado moderno del momento se debían entre ellos o, dicho con otras 
palabras, qué había que entender como una ordenación justa de las relaciones so-
ciales dentro de una misma comunidad. El elemento del quién era cuando menos 
ignorado, al menos hasta al día de hoy, donde fenómenos como la globalización, 
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el cambio climático, la caída de las fronteras, los movimientos migratorios, el de-
sarrollo cultural, político, económico y tecnológico, el terrorismo internacional, o 
el protagonismo de las organizaciones e instituciones supranacionales e internacio-
nales, son solo algunos de los múltiples aspectos que han incidido en un cambio 
en el modo sobre el que se desarrollan los debates acerca de la justicia social. Todo 
ello ha supuesto tener que dejar a un lado al Estado y al ciudadano como unidad y 
sujeto de referencia, respectivamente, para poner el foco no solo en el qué se deben 
los ciudadanos de un mismo Estado, sino más bien en el quién debe considerarse 
como miembro de una comunidad y cuál debe ser esa comunidad. Ello se repre-
senta a través de una nueva dimensión de la justicia más allá de la redistribución 
y el reconocimiento, a saber, la política, siendo la premisa a partir de la cual po-
der determinar el alcance de aquellas otras. Esto es, únicamente delimitando los 
criterios de pertenencia social, señalando quién es miembro de una determinada 
comunidad, puede deducirse quiénes son los titulares del derecho tanto a una dis-
tribución justa como a un reconocimiento mutuo. Nos referimos, por tanto, al 
elemento de la representación como cuestión de pertenencia social, cuya ausencia 
constituye una causa de injusticia social y que de mejor forma puede observarse 
cuando se trazan las fronteras de una comunidad excluyendo injustificadamente a 
algunas personas de la posibilidad de participar en condiciones de igualdad con el 
resto de los miembros en el proceso de interacción social y en los debates sobre la 
justicia (Fraser, 2006).

En este sentido, la migración constituye un fenómeno que, tal como señala 
García (2010), lejos de ser algo característico de nuestro tiempo, lleva producién-
dose a lo largo de los siglos desde los albores de la humanidad, siendo así que los 
desplazamientos y movimientos migratorios han podido observarse en cada una 
de las etapas de la Historia debido a una amplia diversidad de causas, verbigracia, 
políticas, bélicas o culturales. Todo ello nos conduce a caracterizar las sociedades 
europeas de nuestros días como sociedades multiculturales en la medida en que 
constituyen comunidades políticas conformadas por diversos grupos que no com-
parten el mismo código cultural, es decir, sociedades caracterizadas por la existen-
cia de una diversidad de culturas en un mismo espacio geográfico y social (Solanes, 
2018). No obstante, a pesar de que el objetivo de control y seguridad de las fron-
teras por parte de los Estados como expresión de su soberanía va cediendo paso en 
nuestros días a la concepción de políticas públicas basadas en el reconocimiento 
de las personas migrantes como sujetos titulares de derechos humanos (Sánchez, 
2014), la realidad todavía dista mucho de un diseño general de políticas que garan-
ticen estos derechos humanos, pues la población migrante sigue siendo un colecti-
vo especialmente vulnerable por las continuas lesiones y vulneraciones de derechos 
que sufren, en particular, en el caso de los inmigrantes irregulares (Gómez, 2014).
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Con este planteamiento, ni que decir tiene, por tanto, que el acceso a la justicia 
cobra en este sentido una trascendencia máxima que no puede discutirse en aras 
de garantizar la protección de los derechos de los que son titulares las personas mi-
grantes y evitar asimismo que las continuas violaciones de los mismos puedan lle-
varse a cabo impunemente, lo que implica desde luego la eliminación de cualquier 
barrera que represente un obstáculo en el ejercicio efectivo de aquel derecho. En 
este orden de cosas, el propósito del presente trabajo de investigación será analizar 
la figura del litigio estratégico como instrumento a través del cual promover, faci-
litar y garantizar el acceso a la justicia de las personas migrantes con la finalidad de 
alcanzar una tutela efectiva en el marco de una sociedad intercultural y, por tanto, 
como elemento de empoderamiento a la luz del Pacto Mundial para la Migración.

EL ACCESO A LA JUSTICIA DE LA POBLACIÓN MIGRANTE COMO 
COLECTIVO VULNERABLE

El derecho de acceso a la justicia como primera manifestación del derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva, que en el ordenamiento jurídico español se 
consagra en el artículo 24 de la Constitución, y como materialización asimismo 
del derecho al debido proceso que ampliamente se encuentra reconocido a nivel 
internacional constituye, por un lado, un derecho de carácter instrumental debi-
do a aquella concepción que lo entiende como el soporte y medio necesario para 
hacer efectivo el cumplimiento de los restantes derechos que se reconocen a los 
ciudadanos y que el sistema jurídico debe proteger. Pero, por otro lado, representa 
al mismo tiempo una pieza esencial del Estado de Derecho que lo convierte en un 
derecho de naturaleza multidimensional y a la vez compleja (Añón, 2018).

Así las cosas, como hemos señalado, el reconocimiento internacional del dere-
cho de acceso a la justicia deriva de su consideración como derecho humano tal 
y como puede fácilmente observarse en el artículo 8 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de 1948, pero también en otros instrumentos normativos 
internacionales. Véase el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
1966, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales de 1950, la Carta de Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea del año 2000, o la Convención Americana de Derechos Humanos 
de 1969.

Esto último nos conduce, por tanto, tal y como afirman Cappelletti y Garth 
(1978), a concebir el acceso a la justicia como un derecho humano básico propio 
de un sistema jurídico moderno e igualitario en aras de reconocer, pero, sobre todo, 
de garantizar, el resto de derechos de los ciudadanos en la medida en que de poco o 
nada sirve tener reconocido un derecho si no se permite el acceso a la justicia para 
exigir su efectivo cumplimiento y obtener tutela y protección.
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Más allá de esta acepción como soporte del resto de derechos, el derecho de 
acceso a la justicia adquiere además en su condición de derecho humano, como 
señalábamos previamente, una especial trascendencia como pieza fundamental del 
Estado de Derecho en la medida en que permite hacer efectivo el principio de 
igualdad y no discriminación que en la Constitución Española se consagra en el 
artículo 14 (Carrizo, 2019), y ello porque al garantizar que el acceso al sistema de 
justicia se produce en condiciones igualitarias se procura la igualdad efectiva de 
oportunidades (Añón, 2018), contribuyendo así a la reducción de las desigualda-
des sociales. De esta forma, el acceso igualitario a la justicia implicaría, por tanto, 
la eliminación de todas aquellas barreras e impedimentos que dificultan a determi-
nados colectivos de población obtener la tutela de sus derechos, de ahí la impor-
tancia de garantizar este derecho, especialmente en el caso de la población que se 
encuentra en condiciones de vulnerabilidad (Araya, 2021).

Ello conecta de forma clara, no solo con el Objetivo número 16 de la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible sobre «Paz, justicia e instituciones sólidas», sino 
también con el ODS número 10 sobre «Reducción de las desigualdades», a través 
del cual se persigue, como su propia rúbrica indica, «reducir la desigualdad en y 
entre los países», garantizando de este modo que nadie se quede atrás, de ahí que 
una de sus metas (la meta 10.2) sea precisamente «potenciar y promover la inclu-
sión social, económica y política de todas las personas, independientemente de 
su edad, sexo, discapacidad, raza, etnia, origen, religión o situación económica u 
otra condición». Sin embargo, para ello es necesario, siguiendo la siguiente meta 
10.3, garantizar la igualdad de oportunidades, lo que implica, de un lado, eliminar 
cualesquiera leyes, políticas y prácticas discriminatorias, y de otro lado, implantar 
legislaciones y políticas adecuadas en este sentido.

Empero, no son pocos los obstáculos a los que tradicionalmente se enfrentan 
determinados colectivos de población que, por situarse en un contexto de especial 
vulnerabilidad, ven limitado en su ejercicio el derecho de poder acceder a la justicia 
en condiciones de igualdad, verbigracia y en referencia a la materia abordada en el 
presente trabajo, la población migrante.

En esta línea debemos traer a colación el texto de las Reglas de Brasilia sobre 
acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, recientemente 
reformuladas en el año 2018, que entiende, siguiendo la Regla número 13, que «el 
desplazamiento de una persona fuera del territorio del Estado de su nacionalidad 
puede constituir una causa de vulnerabilidad, especialmente para aquellas personas 
en condición migratoria irregular», siendo así que la condición migratoria no pue-
de erigirse en un obstáculo que pueda vedar o restringir el acceso a la justicia para 
la tutela de los derechos.

Sin embargo, continúa la Regla número 15 reconociendo que las personas que 
se han visto obligadas a llevar a cabo un desplazamiento interno sin haber cruzado 
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una frontera estatal también pueden hallarse en situación de vulnerabilidad en la 
medida en que han tenido que escapar de su hogar o residencia habitual como 
consecuencia o para impedir los efectos de situaciones de violencia generalizada, 
violaciones de derechos humanos, conflictos bélicos, o situaciones de riesgo debido 
al cambio climático o catástrofes naturales (migraciones climáticas)2.

EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA EN EL PACTO MUNDIAL 
PARA LA MIGRACIÓN SEGURA, ORDENADA Y REGULAR

En este orden de cosas, la relevancia que adquiere el derecho de acceso a la 
justicia como garantía de la efectividad de los derechos de las personas migrantes 
es una verdad poco discutida en aras de evitar que las continuas violaciones de los 
mismos puedan llevarse a cabo impunemente.

Esto último es algo que se pone expresamente de manifiesto en uno de los úl-
timos textos internacionales adoptados en esta materia como es el Pacto Mundial 
para la Migración Segura, Ordenada y Regular, hecho en Marrakech, en el marco 
de una conferencia intergubernamental entre los Estados Miembros de Naciones 
Unidas durante los días 10 y 11 de diciembre de 2018. El objetivo del Pacto es 
mejorar la cooperación internacional en materia de migración, así como reforzar 
las contribuciones de las personas migrantes y de la migración a la consecución del 
desarrollo sostenible en conexión con los ODS de la Agenda 2030, lo que enlaza 
de forma plena con el Objetivo número 17 sobre «Alianzas para lograr los Obje-
tivos» en la medida en que el fenómeno migratorio representa una realidad y una 
preocupación a nivel global. En este sentido, uno de los principios rectores que 
además se configura como transversal e interdependiente del Pacto es precisamente 
el relativo al respeto del Estado de Derecho y las garantías procesales, reconociendo 
que, junto a estos dos elementos, el acceso a la justicia deviene fundamental para 
todos los aspectos de la gobernanza migratoria (Carrizo, 2022)3.

Así pues, dentro del Objetivo número 3 que persigue «Proporcionar informa-
ción exacta y oportuna en todas las etapas de la migración», se propone como 
medida ofrecer a las personas migrantes información y orientación jurídica sobre 
sus derechos y obligaciones, así como sobre el acceso a la justicia para denunciar las 
violaciones de sus derechos.

2	  Texto disponible en https://capacitacion.jusmisiones.gov.ar/files/material_curso/2019/Re-
glas_de_Brasilia_Centro_actualizadas.pdf (Fecha de última consulta 14 de mayo de 2022).

3	  Ello puede leerse en el parágrafo 15 d) del Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordena-
da y Regular, disponible en https://undocs.org/es/A/CONF.231/3 (Fecha de última consulta 14 de 
mayo de 2022).
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De igual forma, el Objetivo número 13, que lleva por título «Utilizar la de-
tención de migrantes solo como último recurso y buscar otras alternativas», prevé 
entre sus medidas la de facilitar el acceso gratuito al asesoramiento y asistencia 
jurídica por parte de un abogado cualificado e independiente, lo que hace que 
podamos referirnos a uno de los obstáculos más importantes a los que se enfrentan 
las personas migrantes como es la falta de medios económicos y que constituye 
otro factor de vulnerabilidad que se sumaría como una capa más al que ya de por 
sí representa la migración. Todo ello como consecuencia del fenómeno de la inter-
seccionalidad donde entran en juego discriminaciones múltiples (Ribotta, 2012), 
–lo que vuelve a conectar con la Agenda 2030, en concreto con el ODS número 1 
sobre «Fin de la pobreza»–, de ahí la importancia en materia de acceso a la justicia 
del reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

Sobre esta misma cuestión se pronuncia también el Objetivo número 7 diri-
gido a «Abordar y reducir las vulnerabilidades en la migración» al contemplar la 
obligación de velar por que las personas migrantes puedan contar con asistencia y 
representación jurídica pública o independiente, pero en cualquier caso, asequible 
en todo procedimiento judicial que les afecte, previendo igualmente la elaboración 
de políticas migratorias con perspectiva de género para responder a las necesidades 
y vulnerabilidades singulares de las mujeres, las niñas y los niños migrantes a través 
del acceso a la justicia y a vías de recurso eficaces en supuestos de violencia, abusos 
y explotaciones sexuales, y por razón de género.

Finalmente, el Objetivo número 10 dedicado a «Prevenir, combatir y erradicar 
la trata de personas en el contexto de la migración internacional», insta a facilitar 
el acceso a la justicia de todas aquellas personas que se han convertido o corren el 
riesgo de convertirse en víctimas de la trata de seres humanos y otras formas de 
explotación, así como facilitar la posibilidad de denunciar sin que puedan temer 
ser detenidas o deportadas.

En este sentido, debemos referirnos al derecho de acceso a la justicia como un 
derecho complejo y multidimensional estrechamente vinculado con los principios 
del Estado de Derecho y el empoderamiento jurídico de las personas. Ello porque 
no solo supone el acceso efectivo por parte de todas las personas a la garantía de sus 
derechos e intereses legítimos, sino porque igualmente puede concebirse como la 
capacidad que las mismas ostentan para la resolución y gestión de los conflictos. En 
este sentido, el acceso a la justicia no solo constituye un derecho en sí mismo, sino 
también un mecanismo que posibilita el empoderamiento jurídico de las personas 
en tanto en cuanto, a través de su ejercicio, se encuentran plenamente facultadas 
para poder hacer valer sus derechos y ser reparadas por las violaciones de estos úl-
timos por medio de diversos instrumentos dirigidos a la solución de los conflictos. 
Entre ellos, la vía jurisdiccional de los tribunales y el proceso judicial, pero también 
fórmulas alternativas como pudiera ser la mediación (Añón, 2018).
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EL ACCESO A LA JUSTICIA Y EL EMPODERAMIENTO 
DE LAS PERSONAS MIGRANTES A TRAVÉS DE LA FIGURA 
DEL LITIGIO ESTRATÉGICO

Desde esta concepción del acceso a la justicia como mecanismo del empodera-
miento jurídico de las personas, puede observarse aún más fácilmente la especial 
trascendencia que tiene garantizar el ejercicio igualitario de este derecho por parte 
de todas las personas migrantes en la medida en que uno de los objetivos (Objetivo 
número 16) que se persiguen en aras de alcanzar ese desiderátum que representa 
la migración segura, ordenada y regular es «empoderar a los migrantes y las socie-
dades para lograr la plena inclusión y la cohesión social». Objetivo para lo que se 
propone, por un lado, el fomento de la inclusividad y la cohesión de las sociedades 
para que las personas migrantes se conviertan en miembros activos; y, por otro 
lado, la promoción de la interacción entre ellas y las comunidades receptoras en el 
ejercicio de sus derechos y obligaciones recíprocos, incluido el cumplimiento de la 
legislación nacional y el respeto de las costumbres del país de destino.

Es en este marco donde tiene pleno encaje la figura del litigio estratégico, o 
también conocido como litigio de interés público, de derecho público, o de re-
forma estructural. Veamos por qué. En primer lugar, conviene detenerse en qué 
consiste la figura que nos ocupa. Así pues, el litigio estratégico revela una intención 
por parte de quienes promueven su puesta en marcha y su desarrollo de obtener un 
cierto reclamo a favor de determinados colectivos situados en un nivel de desventa-
ja en aras de provocar un cambio en el statu quo político, social o económico. Con 
ello se pretende dar voz y visibilidad a los intereses de grupos subordinados que se 
ven excluidos de la participación en la vida pública por las condiciones sociales vi-
gentes. De este modo, ello puede llevarse a cabo, ora a través de una revisión de una 
práctica de Derecho público que atenta contra los derechos que en el caso concreto 
se defienden, ora mediante la modificación de prácticas relativas al funcionamiento 
de las estructuras e instituciones, o incluso a través de la selección y judicialización 
de casos «testigo» con los que se busca provocar un cambio en el Derecho vigente. 
El propósito principal, por tanto, es dar representación a individuos, grupos o 
intereses que tradicionalmente han permanecido ajenos al sistema legal o, dicho 
con otras palabras, favorecer la participación de colectivos vulnerables o subrepre-
sentados en la vida pública y política a través del reconocimiento de sus derechos 
e intereses legítimos que permita su inclusión en la discusión acerca de problemas 
sociales colectivos, así como su empoderamiento al garantizarles el disfrute de sus 
derechos mediante el acceso igualitario a la justicia (Ucín, 2017).

Así las cosas, centrando nuestra atención en la modalidad de litigio estratégico 
basada en la selección de casos «testigo» o de alto impacto que se plantearán ante 
los tribunales, se pretende conseguir una resolución que, más allá de reparar a los 
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sujetos afectados por el conflicto, permita abordar reformas legales y la implanta-
ción o modificación de políticas públicas con el objetivo de beneficiar a todo un 
determinado colectivo con intereses similares. En este sentido, el objetivo no es 
solo provocar cambios en el marco legal, sino también en la propia sociedad, apro-
vechando la proyección social que puede tener la judicialización del litigio dado 
el mayor alcance que va a desplegar la decisión final que se adopte más allá de la 
situación específica del caso concreto (Duque, 2014).

En esta línea, de acuerdo con el Informe de Resultado «Litigio Estratégico 
en Violencia de Género: Experiencias de América Latina» de la Oficina del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2021)4, el litigio 
estratégico no solo tiene un impacto individual en las personas afectadas, en la víc-
tima o en el perjudicado por el daño ocasionado a través del reconocimiento de los 
hechos y la reparación, sino también un impacto social mediante cambios estruc-
turales y modificaciones de narrativas con los que se pretende evitar la repetición 
de hechos en el futuro. Además, igualmente cabe señalar un impacto institucional 
que se traduce en el reforzamiento de las obligaciones del Estado en materia de 
protección de los derechos humanos, materializándose en cambios legislativos e 
implementación de políticas públicas.

En origen, siguiendo a Ucín (2017), los antecedentes de la figura del litigio 
estratégico se observan en la segunda mitad del siglo XX en Estados Unidos, en 
concreto, durante el período en el que la Corte Suprema fue presidida por el juez 
Warren, a través del recurso a la equal protection clause contenida en la enmienda 
número 14 de la Constitución y mediante el empleo de las conocidas como class 
actions y de la civil injunction. Sin embargo, a pesar de ello, el litigio estratégico 
representa actualmente una figura más característica de los países del global South o 
países en desarrollo como América Latina, debido en parte a la falta de correlación 
entre el reconocimiento de derechos efectuados por los diferentes textos constitu-
cionales y el verdadero disfrute de tales derechos provocado por la ausencia de una 
efectiva implantación de políticas públicas por parte de los Estados.

En este sentido, atendiendo a la finalidad que persigue el litigio estratégico 
como mecanismo dirigido a garantizar la justiciabilidad de los derechos de los 
ciudadanos ante instancias nacionales o internacionales en orden a avanzar hacia 
la modificación estructural de normas y procedimientos y, por tanto, provocar 
un cambio legal con implicaciones sociales, nos encontramos con varios objetivos 
específicos que pueden lograrse a través del empleo de este instrumento. Así pues, 
por un lado, el empoderamiento de los distintos grupos o colectivos vulnerables o 

4	  Disponible en https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Issues/Women/WRGS/
LE-AmericaLatina-SP.pdf (Fecha de última consulta 31 de mayo de 2022).
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subrepresentados que, bien intervienen en la implementación de la estrategia, bien 
son los destinatarios a los que va dirigida, lo que igualmente posibilita la reivindica-
ción de las minorías y la visibilización de la acción de dichos grupos. Por otro lado, 
también la eliminación de aquellas barreras y obstáculos que dificulten el ejercicio 
del derecho a la justicia, haciendo visible las limitaciones en el ejercicio de este 
derecho, así como aquellas deficiencias procesales existentes, las afectaciones de 
cada colectivo y la exigibilidad de sus derechos e intereses (Corporación Humanas 
Colombia, 2015).

Todo ello porque, como se ha tenido oportunidad de señalar en párrafos pre-
vios, el litigio estratégico puede tener distintos niveles de impacto, no solo indivi-
dual, sino también social e institucional, lo que favorece, por tanto, la protección 
y tutela de sus derechos, garantizando un ejercicio efectivo del derecho de acceso a 
la justicia. No obstante, igualmente coadyuva a la necesaria representación de los 
colectivos vulnerables, entre ellos la población migrante, en orden a poder partici-
par en la vida pública y a que sus intereses sean tomados en consideración dentro 
de la agenda política, lo que, en definitiva, conduce a su empoderamiento y a su 
inclusión social en conexión con el Objetivo número 16 del Pacto Mundial para 
la Migración y los ODS de la Agenda 2030. En este orden de cosas, la efectividad 
del litigio estratégico como instrumento de acceso a la justicia puede verse imple-
mentada a través de la participación de otros actores no tradicionales en procesos 
de defensa del interés público como aquellos abogados que prestan servicios pro 
bono, las ONG o incluso las clínicas jurídicas de las universidades (García, 2018).

REFLEXIONES FINALES

Atendiendo a la condición migratoria como uno de los principales factores o 
causas de vulnerabilidad, la especial relevancia que cobra el derecho de acceso a la 
justicia es una verdad sobre la que no cabe discusión alguna. Ello porque, tal como 
se ha tenido oportunidad de señalar en el presente trabajo, no solo constituye el 
instrumento necesario para garantizar el efectivo cumplimiento del resto de dere-
chos de los que son sujetos titulares las personas migrantes, sino que va más allá 
al favorecer la reducción de las desigualdades sociales. Esto último representa un 
desiderátum de suma trascendencia más aún en el contexto actual de sociedades 
caracterizadas por una amplia diversidad cultural o multiculturalidad.

Empero, más allá de lo anterior, no puede obviarse que el acceso a la justicia 
representa no solo un derecho, sino también un mecanismo que posibilita el em-
poderamiento jurídico de las personas, algo que conecta en un doble sentido con el 
Pacto Mundial para la Migración en el que tanto el derecho de acceso a la justicia 
como el empoderamiento de las personas migrantes ocupan un lugar destacado, 
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ora como principio rector transversal e interdependiente, ora como objetivo para 
lograr una migración segura, ordenada y regular, respectivamente.

En este orden de cosas, debe advertirse la virtualidad de la figura del litigio 
estratégico en ese leitmotiv que da nombre al Pacto Mundial para la Migración en 
la medida en que aúna en un mismo instrumento, por un lado, la promoción del 
efectivo ejercicio del derecho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad y, 
por otro, el empoderamiento de las personas migrantes con el fin de visibilizar sus 
intereses y reivindicaciones como colectivo vulnerable y subrepresentado. Ello fa-
vorece, en definitiva y como apuntábamos en las primeras ideas introductorias, su 
participación como miembros de la comunidad en el proceso de interacción social 
y en los debates sobre la justicia, y, por tanto, su inclusión social, avanzando hacia 
la consecución de sociedades interculturales.
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